HONORABLE ASAMBLEA DE LA QUINCUAGÉSIMO OCTAVA

LEGISLATURA  DEL ESTADO.

AQUILES GONZÁLEZ NAVARRO, AIDA ALICIA LUGO DÁVILA, PEDRO GOITYA ROBLES Y OCTAVIO MONREAL MARTINEZ, Diputados Propietarios de Éste Honorable Cuerpo Colegiado, con fundamento en lo que dispone la Fracción I del artículo 60 y la Fracción VI del articulo 65 de la Constitución Política del Estado de Zacatecas, así como  la Fracción I del articulo 132 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo; ponemos a consideración de éste Órgano Colegiado, la siguiente,

 INICIATIVA DE DECRETO PARA  ADICIONAR CON UN PÁRRAFO EL ARTÍCULO 361 DEL CÓDIGO PENAL Y ADICIONAR TAMBIÉN CON UN PÁRRAFO EL ARTICULO 236 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES, AMBOS DEL ESTADO.
CONSIDERANDO:

UNICO.- Estado  de derecho y Estado gendarme son dos concepciones que no deben confundirse. El Estado de derecho es realmente un Estado social de derecho, que se debe realizar íntegramente para garantizar no sólo los bienes materiales del gobernado. Es fundamental, tal vez más que los bienes materiales, la salvaguarda de las libertades: la libertad política, la libertad de creencia, la libertad de tránsito y la libertad de expresión entre otras. Éste conjunto de bienes jurídicos constituye lo que en derecho se conoce como Seguridad Jurídica.


Su  antónimo, el Estado gendarme, se caracteriza por la inseguridad jurídica, la falta de limitación del poder público y la ingerencia del Estado en la conciencia individual. Al dilema derecho penal del Estado de derecho se opone, el derecho de la arbitrariedad penal, esto es, el imperio de la inseguridad,  la incertidumbre y la amenaza.  
En suma el estado gendarme se niega al idealismo filosófico y al derecho de asociación. Sanciona las huelgas, limita el derecho de expresión y pena las ideas. Es la negación del Estado social de derecho.

El 8 de julio de 1976, el Diario Excelsior  de publicación nacional que se había caracterizado por la honestidad de sus reporteros y articulistas y eje motor para el impulso de la democracia en el país, sufrió un golpe tremendo del gobierno autoritario que repercutió no sólo  en la autonomía, en la libertad del medio de comunicación y represión  a sus trabajadores, sino que afectó  a toda la nación que vio vulnerado uno de los derechos más importantes y valiosos: el derecho a la información y a la libertad de expresión.

En la vida del periodismo nacional e internacional, en infinidad de casos es utilizado el poder público armado y la amenaza para acallar no sólo las voces disidentes, sino las expresiones escritas que  con objetividad y veracidad dan detalle del quehacer público.  A últimas fechas en algunos lugares de la República se ha incrementado la represión en contra  de los periodistas llegando a los niveles oprobiosos del homicidio.

En nuestra Entidad positivamente no hemos llegado a tales niveles de intolerancia y salvajismo, sin embargo la estructura legal en las disposiciones penales, aun permite y en cierto modo obliga a las autoridades a formas de investigación de los delitos que de algún modo menoscaban el derecho a la información y a la libertad de expresión, e inclusive el derecho-obligación a guardar el secreto profesional.
El secreto profesional sabemos, se ha establecido legalmente por razones de interés social, lo que nos permite tener confianza en los profesionales y no dudar en comunicarles las informaciones que estos necesitan para el mejor desempeño  de sus actividades. En caso de violación de secreto profesional, el sujeto informador se convierte automáticamente en víctima potencial ya sea de los Poderes del Estado  a través de sus funcionarios si estos son intolerantes o bien de algún particular. En realidad mediante el secreto profesional se protege al informante, aunque también se tutela la ética de quien ejerce alguna profesión.
Las relaciones sociales generan expresión e intercambio de ideas, de opiniones y de informaciones que permiten la comunicación que desarrolla la creatividad, la vida intelectual y la cultura. La Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, en su artículo  18 expresamente dice: “Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; éste derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones,  y el de difundirlas, sin limitación de fronteras por cualquier medio de expresión”. Existiendo así el derecho  a recibir información y el derecho a informar.
En el caso de la prensa, según Eduardo Novoa Monreal, “La información periodista de cualquier clase que sea, ha de estar dirigida hacia la concientización  de los ciudadanos para asegurar la completa comprensión de los procesos económicos y políticos y sus conflictos inherentes en los niveles nacional e internacional, y su capacitación para participar en los procesos de toma de decisión”. Plantea demás que el periodismo informativo por virtud ética ha de ajustarse en sus noticias a las exigencias siguientes: 

· Veracidad de los hechos sobre los que informa; 

· Que los hechos seleccionados para su difusión sea aquellos que tengan  interés para el público;
· Que esos hechos no ocasionen con su divulgación un daño a los intereses colectivos.

Agrega Novoa que “son hechos de interés  público, todos aquellos que permiten a éste un ejercicio más efectivo de sus derechos y el cumplimiento mejor de sus obligaciones para con la sociedad y con los demás individuos, un conocimiento más apropiado de sus valores nacionales y culturales, la formación de un sentido crítico para la apreciación de los hechos…”
En tal virtud y considerando  que aspiramos a un Estado social de derecho, se propone  en ésta iniciativa adicionar el artículo 361 del Código Penal para el efecto de  que, quienes ejercen la función del periodismo no incurran en responsabilidad penal del delito de encubrimiento al negarse a proporcionar información respecto de sus fuentes y se propone adicionar con un párrafo el artículo 236 del Código de Procedimientos Penales para queden exceptuados de la obligación de declarar los comunicadores en relación con sus fuentes de información.
Es por lo anterior que se propone:

ARTÍCULO PRIMERO: Se adiciona con un párrafo segundo el artículo 361 del Código Penal para quedar:

ARTÍCULO 361.- En los casos…

En el ejercicio del periodismo, quedan exceptuados de la prohibición de ocultar datos, indicios o pruebas a que se refiere el artículo358, los que habiendo publicado alguna información de interés público en sus medios, estén obligados, por ética periodística a guardar el secreto profesional, respecto a sus fuentes de información.

ARTÍCULO SEGUNDO: Se  adiciona con un párrafo segundo el artículo 236 del Código de Procedimientos Penales para quedar:

ARTÍCULO 236.- No se obligará a declarar…

Tampoco se obligará a declarar a quienes, en el ejercicio del periodismo, se encuentren en la hipótesis de excepción que refiere el párrafo segundo del artículo 361 del Código Penal; pero si estas personas tuvieren voluntad de declarar, se hará constar esta circunstancia y se recibirá la declaración.

ARTÍCULO TRANSITORIO ÚNICO:
Éste decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial Órgano de Gobierno del Estado.

A T E N T A M E N T E:
Zacatecas, Zacatecas a 07 de Junio de 2005.
